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Señores 
JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE SALAMINA 
E.S.D 
 

ASUNTO CONTESTACIÓN ACCIÓN POPULAR  

REFERENCIA  ACCIÓN POPULAR  
ACCIONANTE 
 
ACCIONADO 
 
RADICADO 

SEBASTÍAN COLORADO 
 
NOTARÍA ÚNICA DE SALAMINA 
 
2020-00074 

 

SANDRA CAROLINA HOYOS GUZMÁN, identificada con la cédula de ciudadanía número
52.441.445 de Bogotá, Abogada en Ejercicio, portadora de la Tarjeta Profesional Número
168.650 del C. S. de la J., en mi condición de Apoderada Judicial del Municipio de Salamina,
estando dentro del término de ley para contestar la presente Acción Popular, procedo adjuntar
memorial d contestación.

Asimismo, dando cumplimiento a lo establecido en el decreto 806 de 2020, se verifica que el
accionante no aportó correo electrónico y que la notificación de la demanda fue allegada de
manera presencial.

agradezco el acuse de recibo.

atentamente,

SANDRA CAROLINA HOYOS GUZMÁN
ABOGADA 
ESPECIALISTA EN RESPONSABILIDAD Y DAÑO RESARCIBLE  
ESPECIALISTA EN DERECHO PROCESAL Y PROBATORIO
TEL:3128663422
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Manizales, Caldas, 02 de marzo de 2021 

Señores 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE SALAMINA 

E.S.D 

 

ASUNTO CONTESTACIÓN ACCIÓN POPULAR  

REFERENCIA  ACCIÓN POPULAR  

ACCIONANTE 

 

ACCIONADO 

 

RADICADO 

SEBASTÍAN COLORADO 

 

NOTARÍA ÚNICA DE SALAMINA 

 

2020-00074 

 

SANDRA CAROLINA HOYOS GUZMÁN, identificada con la cédula de ciudadanía 

número 52.441.445 de Bogotá, Abogada en Ejercicio, portadora de la Tarjeta 

Profesional Número 168.650 del C. S. de la J., en mi condición de Apoderada 

Judicial del Municipio de Salamina, estando dentro del término de ley para 

contestar la presente Acción Popular, procedo a realizarlo de la siguiente manera: 

 

FRENTE A LOS HECHOS 

 

AL HECHO UNO SE CONTESTA: No me consta, me estoy a lo que resulte 

probado en el cartulario. 

AL HECHO DOS SE CONTESTA: No me consta, me estoy a lo que resulte 

probado. 

No me constan ninguno de los presupuestos fácticos esbozados por el accionante, 

toda vez que esta entidad desconoce las manifestaciones dadas en los hechos de 

la acción. Por tanto, me estoy a lo que resulte debidamente probado dentro del 

proceso. 
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FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

Señor Juez, me OPONGO A TODAS LAS PRETENSIONES del accionante, en 

virtud a que las situaciones fácticas que constituyen el fundamento de la demanda 

no emanan o tienen como causa el proceder de la entidad, en la demanda, no se 

aportó ningún argumento probatorio que permita colegir esa circunstancia; dentro 

de las pruebas recaudadas no obra una sola que advierta la responsabilidad de mi 

representada, En efecto, la noción básica de nexo causal indica que el daño debe 

ser consecuencia directa de la actividad desplegada por el demandado, lo que ha 

sido denominado causalidad física, contrastada esta con el otro postulado que ha 

sido reiterado por la jurisprudencia y la doctrina como es la causalidad jurídica. En 

el caso concreto, se echa de menos el nexo causal entre la violación de los 

derechos colectivos y la actuación de la Administración Municipal de Salamina, 

toda vez que es la Superintendencia de Notariado y Registro, el organismo 

facultado para la orientación, inspección, vigilancia y control de los servicios 

públicos que prestan los Notarios; en tal sentido, la Delegada para el 

Notariado  tiene a su cargo una  labor de garantizar la guarda de la fe pública y la 

seguridad jurídica, para que el servicio notarial se desarrolle conforme a la ley y 

bajo los principios de eficiencia, eficacia y efectividad.  

De conformidad, solicito a su señoría no acceder a las pretensiones de la 

demanda frente al Municipio de Salamina, en vista a que no ha vulnerado derecho 

colectivo alguno.  

 

EXCEPCIONES 

 

Dentro de la presente contestación, me permito Señor Juez, formular la siguiente 

excepción en el asunto debatido,  

 

1. FALTA DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA. 

La jurisprudencia ha definido que la legitimación en la causa: "(…) alude a la 

relación procesal existente entre demandante -legitimado en la causa de hecho 

por activa- y demandado -legitimado en la causa de hecho por pasiva- y nacida 

con la presentación de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la 
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misma a quien asumirá la posición de demandado, dicha vertiente de la 

legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos litigiosos para intervenir 

en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y de 

contradicción"1. 

Se tiene entonces que, la legitimación en la causa por pasiva, es un presupuesto 

procesal derivado de la capacidad para ser parte. Es una facultad que le asiste a 

una persona, sea natural o jurídica, para ostentar dicha calidad y, por ende, 

formular unas pretensiones atinentes a hacer valer un derecho subjetivo sustancial 

o contradecirlas y oponerse a ellas. La falta de legitimación en la causa por pasiva, 

se configura por la falta de conexión entre la parte demandada y la situación 

fáctica constitutiva del litigio; así, quienes están obligados a concurrir a un proceso 

en calidad de demandados son aquellas personas que participan o tienen 

injerencia directa realmente en los hechos que dieron lugar a la acción incoada.  

Por tanto, al no demostrarse el nexo causal entre la competencia del Municipio y la 

vulneración alegada, por no ostenta la capacidad para ser parte dentro de la 

acción invocada, con ocasión a que no le asiste a dicha entidad la obligación de 

velar por la protección de los Derechos Colectivos presuntamente vulnerados, no 

puediendose endilgar responsabilidad alguna.  

La de falta de legitimación en la causa por pasiva, la cual se configura por la falta 

de conexión entre la parte demandada y la situación fáctica constitutiva del litigio; 

así, quienes están obligados a concurrir a un proceso en calidad de demandados 

son aquellas personas que participaron realmente en los hechos que dieron lugar 

a la demanda. 

Se tiene que le corresponde al Superintendencia de Notariado y Registro, por 

intermedio de la Notaria Municipal de Salamina, cumplir con la función notarial, la 

cual, está regulada en la Constitución y principalmente en el Estatuto Notarial 

Decreto Ley 960 de 1970, no obstante, existe una extensa normatividad que 

regula las obligaciones y prohibiciones del notario;  normativa de la cual se 

destaca la Ley 29 de 1973, los Decretos 960 de 1970, 2148 de 1983, 1069 de 

2015, 1260 de 1970 el Código General del Proceso, entre otros. Así, no es posible 

afirmar que el Municipio de Salamina, tenga a su cargo el cumplimiento de lo 

establecido en la ley 982 DE 2005, dado que esa no es una función a su cargo; en 

cambio, comoquiera que el presunto defectuoso funcionamiento aconteció en la 

                                                             
1 Consejo de Estado. Sección Tercera. M.P. Mauricio Fajardo Gómez. Rad. Núm. 52001-23-31- 000-1997-08625-01. 
Actor: Carlos Julio Pineda Solís.  
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Notaria de Salamina, contra quien debió promoverse únicamente la presente 

acción.  

2. AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD 

 

Para que exista responsabilidad, se requiere de la presencia de tres elementos, 

los cuales son necesarios; son el daño, el hecho generador del daño y el nexo de 

causalidad, este último permite imputar el daño a la conducta del agente 

generador, siendo, así las cosas, El municipio de Salamina, no es responsable, de 

daño alguno causado a los actores, ya que no es responsabilidad del Municipio, 

proveer la ayuda de intérpretes y guías intérprete idóneos para que sea este un 

medio a través del cual las personas sordas y sordociegas puedan acceder a 

todos los servicios que como ciudadanos colombianos les confiere la Constitución.  

Bajo ese tenor, esta entidad, no  es responsable de los hechos que presuntamente 

pretenden endilgarle,  no estando así legitimada materialmente   para  ello,  en 

virtud a que  el  hecho  dañoso por el cual se  reclama,  no  es  atribuible  a esta,  

al  no  haber  tenido  injerencia  directa, ni  indirecta  en  la  producción  de  dicho  

evento,  es preciso que exista un nexo causal entre la conducta desplegada por la 

administración y el perjuicio causado o la amenaza de los derechos colectivos, es 

decir, que el daño o peligro que pende sobre los derechos tiene que ser producto 

del comportamiento de la entidad, situación que se echa de menos en el caso 

concreto.  

Solicito al despacho, que se declare la AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD, por 

parte de mi defendida, en el presente asunto, en virtud a que la relación causal 

debe ser probada en todos los casos por el actor, si se tiene en cuenta que no 

existen presunciones del nexo causal, siendo, así las cosas, no existe 

responsabilidad atribuible a mi representada. 

 

3. INEXISTENCIA DE VIOLACION DE LOS DERECHOS COLECTIVOS POR 

PARTE DE DEL MUNICIPIO DE SALAMINA. 

 

Mi representada, en ningún momento está vulnerando los derechos colectivos a 

los actores, toda vez que la misma no ha tenido ningún comportamiento por acción 

u omisión que vulnere los derechos colectivos de estas personas o que alteren sus 

condiciones de vida.  
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No existe incumplimiento ni omisión que pueda pregonarse como causa de 

afectación o amenaza a los derechos colectivos referidos en la demanda. Si bien 

se narran unos hechos, no existe ningún elemento de carácter probatorio que 

permita inferir la vulneración de los derechos colectivos pregonados, frente a la 

entidad que represento. 

No existe prueba en la demanda que conduzca a establecer que esta entidad ha 

vulnerado derecho colectivo alguno.  Frente a la carga de la prueba en acciones 

populares, las altas cortes han señalado que: “...la Sala considera importante 

anotar, que la acción popular no está diseñada para acudir a ella ante cualquier 

violación de la ley, irregularidad o disfunción que se presente ya sea en el ámbito 

público o privado. Por el contrario, como se indicó al inicio de estas 

consideraciones, la acción popular tiene un papel preventivo y/o remedial de 

protección de derechos e intereses colectivos, cuando quiera que éstos se ven 

amenazados o están siendo vulnerados, pero en uno y otro evento, tanto la 

amenaza como la vulneración, según el caso, deben ser reales y no hipotéticas, 

directas, inminentes, concretas y actuales, de manera tal que en realidad se 

perciba la potencialidad de violación del derecho colectivo o la verificación del 

mismo, aspectos todos que deben ser debidamente demostrados por el actor 

popular, quien conforme a lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley 472 de 1998, 

tiene la carga de la prueba”. 

Entonces, para que la acción popular proceda se requiere que: - de los hechos de 

la demanda se pueda al menos deducir una amenaza a los derechos colectivos, 

entendidos estos como intereses de representación difusa, en la medida en que su 

titular es un grupo indeterminado o indeterminable de personas, la obligación de 

que la acción se dirija contra la persona natural o jurídica o autoridad pública cuya 

actuación u omisión se considere que amenaza o viola el interés colectivo y, - por 

tanto este último requisito supone que la actuación (acción u omisión) sea probada 

por el actor. Por tanto, la carga de la prueba impone al actor popular el deber de 

precisar y probar los hechos de los cuales estima la amenaza o vulneración de los 

derechos colectivos alegados en la demanda. 

Contrario de lo planteado por el actor, no existe incumplimiento ni omisión que 

pueda pregonarse como causa de afectación o amenaza a los derechos colectivos 

referidos en la demanda, por lo menos frente a esta entidad. La amenaza como la 

vulneración, debe ser real y no hipotética, directa, inminente, concreta y actual, de 

manera tal que en realidad se perciba la potencialidad de violación del derecho 

colectivo o la verificación del mismo, aspectos todos que deben ser debidamente 
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demostrados por el actor popular y que en el caso presente no se da frente al 

Municipio de Salamina. 

 

4. FUERO DE ATRACCIÓN – MUNICIPIO DE SALAMINA COMO ENTIDAD 

PÚBLICA 

 

La teoría del fuero de atracción, se entiende que las jurisdicciones deben 

conservar su competencia para declarar la responsabilidad de una persona 

pública o privada atraída, el caso presentado deberá ser aceptado por la autoridad 

jurisdiccional en cada caso concreto. Así mismo, se aclara que el Juez Civil del 

Circuito no tiene competencias jurisdiccionales, toda vez que sería ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, la competente, para que una entidad 

privada en concurrencia con una entidad pública, por la posible relación de 

responsabilidad existente entre estas frente a una situación en concreto. 

Vale aclarar que esta competencia asignada en razón del fuero de atracción no 

está condicionada al éxito de las pretensiones, pues no se trata de una 

competencia „provisional‟ ajena al esquema de la teoría del proceso. Por el 

contrario, dicho fuero implica que todas las partes puedan ser juzgadas por el 

mismo juez. 

En el presente asunto se debe invocar el fuero de atracción, en virtud a que dicha 

figura, al presentarse una demanda de forma concurrente contra una entidad 

estatal, cuyo conocimiento corresponde a la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo y contra otra entidad, en un caso en el que la competencia 

corresponda a la jurisdicción ordinaria, el proceso debe adelantarse ante la 

primera, la cual tiene competencia, entonces, para fallar acerca de la 

responsabilidad de todas las entidades demandadas. 

De acuerdo con lo anterior, resulta evidente el fuero de atracción para atribuir a la 

Jurisdicción Contenciosa Administrativa el conocimiento para resolver sobre los 

conflictos particulares surgidos en virtud de un hecho común, el cual para el caso 

específico; es que el fuero de atracción no depende del resultado del juicio de 

imputación los particulares pueden ser demandados ante la jurisdicción 

contenciosa administrativa en virtud del factor de conexión que da lugar a la 

aplicación del denominado fuero de atracción al respecto, se debe precisar que no 

es el resultado del juicio de imputación lo que determina la competencia de la 

referida jurisdicción, sino la presentación concurrente contra una entidad estatal 

precisamente, en este tipo de concurrencia el proceso debe adelantarse ante los 
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jueces administrativos, quienes quedan investidos de competencia para fallar 

acerca de la responsabilidad de todas las demandadas en el caso concreto, el 

factor de conexión resulta procedente. 

  

El factor de conexión implica que cuando se demanda a una entidad pública el 

competente es el juez administrativo, en conjunto con otras entidades o incluso 

con particulares en relación con los cuales la competencia para el conocimiento de 

los pleitos en los que se encuentren implicados, en principio se encuentra atribuida 

a otra jurisdicción, por aplicación del “factor de conexión”, el juez de lo contencioso 

administrativo adquiere competencia para conocer del asunto en relación con 

todos ellos.  

 

5. EXCEPCIÓN GENÉRICA 

 

Solicito a su despacho, decretar de oficio, cualquier excepción que advierta, o que 

resulte probada dentro del proceso. Ha hecho carrera en la doctrina y 

principalmente en la jurisprudencia, al amparo de la reivindicación del principio de 

la primacía de la realidad sobre las formalidades, que las circunstancias fácticas 

constitutivas de “excepción” que se pruebe dentro del trámite procesal, se 

declararán en la respectiva sentencia, por lo cual se eleva esta respetuosa 

solicitud, en ejercicio de la defensa a favor del municipio de Salamina. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO Y DEFENSA 

Los supuestos de hecho en los que se fundamenta la acción, no conllevan a la 

violación de derechos e intereses colectivos invocados, por lo que se considera 

que la acción popular carece de fundamento; pues, el demandante no aporta 

prueba alguna que demuestre el riesgo al que se encuentra sometida la 

comunidad.  

Se tiene, que la función notarial está regulada principalmente en el Estatuto 

Notarial Decreto Ley 960 de 1970, no obstante, existe una extensa normatividad 

que regula las obligaciones y prohibiciones del notario; normativa de la cual se 

destaca la Ley 29 de 1973, los Decretos 960 de 1970, 2148 de 1983, 1069 de 

2015, 1260 de 1970 el Código General del Proceso, entre otros. 

Conforme a lo anterior, y en concordancia con el articulo 4 de la ley 982 de 2005, 

estableció que El Estado garantizará y proveerá la ayuda de intérpretes y guías 
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intérprete idóneos para que sea este un medio a través del cual las personas 

sordas y sordociegas puedan acceder a todos los servicios que como ciudadanos 

colombianos les confiere la Constitución. Para ello el Estado organizará a través 

de entidades oficiales y a través de convenios con asociaciones de intérpretes y 

asociaciones de sordos la presencia de intérpretes y guías intérpretes, para el 

acceso a los servicios mencionados; por tanto, las facultades para cumplir a 

cabalidad con los presupuestos normativas están cargo de la Notaria Única de 

Salamina, la cual es vigilada de la SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y 

REGISTRO PARA VIGILAR A LOS NOTARIOS, según lo preceptuado en Decreto 

2723 del 29 de Diciembre de 2014.  

De acuerdo a lo anterior, nótese su señoría que el Municipio, no tiene dentro de 

sus competencias funciones notariales, ni mucho menos la vigilancia e inspección 

de la Notaria del Municipio, por tanto, no tendría responsabilidad alguna frente a la 

vulneración de derechos e intereses colectivos por el incumplimiento de lo 

preceptuado en la ley 982 de 2005.  

 

PETICIONES 

De acuerdo a la narración de los anteriores hechos, considero que las 

pretensiones enlistadas en el líbelo introductorio de la acción no están llamadas a 

prosperar en contra de la MUNICIPIO DE SALAMINA, ya que la entidad no se 

encuentra legitimada para ser parte en el proceso, por lo tanto, solicito al Señor 

Juez, declarar probadas las excepciones propuestas y adicionalmente a ello, que 

no se encuentran afectados los derechos colectivos mencionados en la demanda.  

NOTIFICACIONES 

 

Al MUNICIPIO DE SALAMINA- CALDAS, en la dirección física:  

Dirección: Palacio Municipal Calle 5 No. 5-65 piso 2 

Email: oficinajuridica@salamina-caldas.gov.co y contactenos@salamina-

caldas.gov.co  

  

Esta mandataria judicial, en la carrera 23 No 20-59 oficina 206, Edificio Estrada, 

Manizales, teléfonos: 8730502-3128663422. Correo: 

sancarolinahoyos@hotmail.com 
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ANEXOS 

1. los enunciados en el acápite de las pruebas. 

2. Poder debidamente conferido 

 

 

Atentamente,  

 

 

 

SANDRA CAROLINA HOYOS GUZMAN  

C.C. No 52.441.445 de Bogotá.  

T.P. No 168.650 del C.S. de la J. 
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